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Decide la Sala, reintegrada por el impedimento de una de sus integrantes, la acción de tutela propuesta por Luis Fernando Álvarez Ríos, contra el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda, el Director General de la CARDER, a la que fueron vinculados Juan Manuel Álvarez Villegas y el Alcalde Municipal de Pereira, Juan Pablo Gallo Maya.
ANTECEDENTES

Luis Fernando Álvarez Ríos, quien actúa en su propio nombre,  promueve acción de tutela frente a la Corporación Autónoma Regional de Risaralda CARDER y el Consejo Directivo de la misma entidad, en procura de la protección de los derechos constitucionales fundamentales que nominó como “políticos, debido proceso, defensa y contradicción, igualdad, recta administración de justicia y principio de legalidad”, que estima trasgredidos por los entes mencionados; y dijo citar como tercero interviniente a Juan Manuel Álvarez Villegas, quien fue separado irregularmente del cargo de Director General, por el aludido Consejo Directivo. 
Expuso, en resumen, que el referido ente directivo, incurrió en vía de hecho al ejecutar una medida cautelar sin que estuviera notificada y ejecutoriada, en clara violación del artículo 29 de la Constitución Política y de sus derechos políticos. Precisó que la irregularidad consistió en separar del cargo al doctor Juan Manuel Álvarez Villegas como director de la CARDER, sin que la providencia del 3 de marzo de 2016, expedida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, se encontrara notificada y en firme, ya que contra la suspensión provisional que se decretó, procedía el recurso de reposición en el efecto suspensivo. Agregó que los gobernantes actuaron con abuso de autoridad y confianza, pues el literal 11 del artículo 9º de la Ley 1437 de 2011, prohíbe ejecutar un acto que no se encuentre ejecutoriado.

Señaló que el asidero de esta demanda está en que como ciudadano eligió al Gobernador del Departamento de Risaralda y al Alcalde de Pereira, igualmente a Juan Manuel Álvarez Villegas como director de la CARDER por conducto del Consejo Directivo de la misma, que lo integran aquellos funcionarios; en consecuencia, puede ejercer sus derechos políticos, catalogados por la Corte Constitucional como fundamentales. Indicó que la decisión del Consejo Directivo se le causa un perjuicio irremediable y por ello acude a este mecanismo en procura del restablecimiento de sus derechos.  
Solicitó, por tanto, que se inapliquen o suspendan los Acuerdos números 002 y 003 del 14 de marzo de 2016 “hasta tanto quede ejecutoriadas (se resuelva) –sic- las notificaciones al doctor JUAN MANUEL ÁLVAREZ VILLEGAS de las Providencias proferidas por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo –Sección Quinta, de fecha tres (3) de marzo de 2016; INCLUYENDO LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN INTERPUESTOS Y SE RESUELVA LA MEDIDA CAUTELAR” –sic-; como consecuencia, se disponga el reintegro inmediato de Juan Manuel Álvarez Villegas al cargo de Director General de la CARDER y la cesación de cualquier acto de perturbación a las funciones del mismo, hasta cuando se resuelva la aclaración y queden ejecutoriados los autos del 3 de marzo de 2016, proferidos por el Consejo de Estado.
Se dio a la acción el impulso de rigor con la vinculación de Juan Manuel Álvarez Villegas y del Alcalde Municipal de esta ciudad, Juan Pablo Gallo Maya; se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa; se ordenaron algunas pruebas y se negó la medida provisional solicitada. 
Intervino Juan Manuel Álvarez Villegas, quien expuso su inconformismo con el actuar de la parte demandada; aludió a normas de procedimiento administrativo para precisar que el recurso de reposición se cumple en el efecto suspensivo y el actuar del Consejo Directivo originó una vía de hecho; citó varios apartes jurisprudenciales y explicó por qué su notificación se dio por aviso; dijo que el perjuicio irremediable se da ante la presencia de la vulneración de los derechos políticos, pese a que existen otros medios de defensa judicial; precisó que la magistrada Claudia María Arcila Ríos, quien hace parte de la Sala, debe declararse impedida al tenor de lo que prescribe el artículo 56 del Código Penal, como quiera que su esposo, Alberto Arias Dávila, según informes de prensa, tiene interés de volver a la CARDER en caso de resultar infructuosas las acciones judiciales de nulidad electoral, coadyuvó el proceso de control de nulidad electoral e intervino como co-accionante en otra acción de tutela promovida contra su proceso de elección en la entidad; finalmente, aclara que presentó una tutela con anterioridad por haber sido separado del cargo, pero que en ella no se invocó el derecho político fundamental y el aquí demandante tampoco lo fue en ese asunto, por lo que se trata, entonces, de una cuestión diversa.
Por su parte, el Alcalde municipal, por medio de apoderado judicial, dijo que el demandante carece de legitimación en la causa, en vista de que los derechos políticos no pueden invocarse para instaurar una acción de tutela por actuaciones administrativas que afectan a un tercero. 

El Director de la CARDER, por medio de representante judicial, dio a conocer que se han resuelto varias acciones de tutela presentadas con el mismo fin por diversos actores; trajo a colación, normativa sobre la naturaleza jurídica de la Corporación Autónoma Regional y de su Consejo Directivo; dijo que Juan Manuel Álvarez Villegas sí fue notificado legalmente dentro del asunto seguido ante el Consejo de Estado; que acorde con el artículo 243 de la Ley 1437, el auto que decreta una medida cautelar es apelable y se concede en el efecto devolutivo, pero como el asunto pertinente, es de única instancia, solo procede el de reposición y, por ello, el Consejo Directivo estaba llamado a acatar la providencia que le fue notificada por el Consejo de Estado; añadió que es inexistente la violación de derecho aducido por el accionante, pues no fue él quien eligió a Juan Manuel Álvarez Villegas y es inexistente el perjuicio irremediable anunciado. 
Finalmente, por medio de apoderada judicial, el Presidente de esta dependencia informó sobre el hecho de que dentro de los procesos de nulidad electoral, los autos de admisión fueron ampliamente conocidos por el demandado y la notificación por aviso se dio ante el desinterés del mismo para que se produjeran de manera personal; que el auto que ordenó la medida cautelar solo es pasible del recurso de reposición y se concede en el efecto devolutivo; hizo alusión a las normas que rigen el caso en particular y precisó que en cumplimiento de las mismas ha sido el actuar del consejo. También discutió la legitimación por activa, pues no se aprecia que al demandante se le vulneren derechos, además de la inexistencia de un eventual perjuicio irremediable. 
Con posterioridad, se allegó un documento por parte de la presidencia del Consejo Directivo de la CARDER, para que se tuviera en cuenta como prueba, referido a la sentencia de tutela de Jorge Hernando Barreto Hernández contra la CARDER y su Consejo Directivo, proferida en la Sala Laboral de esta misma Corporación, por iguales hechos y pretensiones. 
CONSIDERACIONES
Dígase de entrada que aunque en las contestaciones e intervenciones de las entidades se hace hincapié en la promoción de otras acciones de tutela con similares supuestos fácticos, no dan pie para hablar de una cosa juzgada o de temeridad, habida cuenta que fueron promovidas por personas diferentes. Esto, al margen de la incidencia que puedan tener, como en efecto, la tienen, según se verá. 
Hecha esta precisión, se tiene que el objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

Varios requisitos de procedibilidad se han diseñado por vía jurisprudencial, respecto de una acción de esa estirpe. Entre ellos, sin lugar a dudas, está la legitimación en la causa por activa, sin la cual, inane se torna cualquier análisis de fondo de la cuestión constitucional planteada.

El asunto que ocupa la atención de la Sala tiene como eje primordial el que se suspenda la aplicación de los actos administrativos por medio de los cuales el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional Risaralda CARDER, que acató lo dispuesto por la Sección Quinta del Consejo de Estado dentro de un proceso de control de nulidad electoral, procedió a retirar del cargo de Director General a Juan Manuel Álvarez Villegas y a designar uno encargado; igualmente, que se disponga el reintegro inmediato de aquel. 
Lo anterior, por cuanto para el demandante se le han vulnerado los derechos al debido proceso, que incluye el de defensa, a la igualdad y los políticos de que es titular. A cada uno se hará alusión. 
· En apretada síntesis, se puede decir que el derecho al debido proceso surge de la necesidad de que en las actuaciones judiciales o administrativas se sigan las formas diseñadas para cada tipo de procedimiento, se surtan ellas ante el juez o el funcionario competente y, si se trata de sanciones, que tengan soporte en una norma preexistente (art. 29 C.N.). Esto se predica, claro está, de quienes son parte en esas actuaciones y, por tanto, su desconocimiento solo a esos directos intervinientes afecta. 
     



En tal orden de cosas, salta a la vista que al aquí accionante no se le pudo haber vulnerado tal derecho, simplemente, porque no es parte en la actuación administrativa que dio en la suspensión del Director de la CARDER; tampoco lo es en la actuación judicial que se surte ante el Consejo de Estado, que, valga anotarlo, tampoco es motivo de censura en este trámite. Por consiguiente, carece de legitimación para reclamar que a Juan Manuel Álvarez Villegas se le restituya su derecho al debido proceso, si es que le fue conculcado. 
  



Mucho menos cuando obran copias en el expediente que enseñan que el propio afectado intentó una acción de tutela a su favor, que fracasó. 
· El derecho a la igualdad exige que se traten del mismo modo situaciones similares, igual lo igual y desigual lo desigual, se dice. Por esa razón, no puede haber discriminación entre las personas por razón de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. (art.  13 C.N.). 

Por eso cuando se pide la protección de este derecho hay que llevarle al juez constitucional elementos de juicio que le permitan establecer que al demandante se le ha dado un trato discriminatorio en comparación con casos semejantes. En esa medida, si como viene de decirse, Luis Fernando Álvarez Ríos no es parte en la actuación administrativa, tampoco puede señalar que a otras personas, puestas en sus mismas condiciones se les ha dado un trato diverso. En tal virtud, carece de legitimación en el caso presente para impetrar que se le dé un trato igualitario, porque no hay un referente frente al cual proceder de esa manera. 
· Entre tanto, los derechos políticos hacen relación a la facultad de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, todo lo cual se manifiesta, en los términos del artículo 40 de la Constitución, en la posibilidad de elegir y ser elegido, tomar parte en elecciones, en los mecanismos de participación ciudadana, en la construcción de partidos, movimientos o grupos políticos y su participación en ellos, en la revocatoria del mandato, en la iniciativa en las corporaciones públicas, en la proposición de acciones públicas en defensa de la Constitución y la Ley, en el acceso a funciones y cargos públicos. Por supuesto, se trata de un derecho propio que se puede ver afectado cuando al ciudadano se le impide su participación democrática, o ser nombrado o elegido en un cargo público, o activar las acciones de orden constitucional que se le brindan.

Sin embargo, la Corte Constitucional se ha encargado de darle alcances a este derecho llevándolo más allá de esos aspectos, al punto de que para la alta Corporación existe una representación política efectiva que, en breve, se traduce en que al elector le interesa que aquella persona elegida por voto popular realmente ocupe el cargo para el que lo fue, pues si ello no se garantiza, se ponen en entredicho los derechos políticos de aquel. 

Para una mejor comprensión se recuerda lo que recientemente
 se señaló sobre el particular: 
Teniendo en cuenta la problemática planteada en el caso que ahora se estudia, es preciso mencionar que esta corporación ha abordado un debate específico sobre la legitimidad para interponer la acción de tutela cuando el derecho fundamental cuya proyección se invoca es el de la representación política efectiva. De acuerdo con los pronunciamientos de la Corte, este derecho se ve afectado o vulnerado cuando “quien es elegido, por cualquier motivo no puede ejercer sus funciones, [por lo que] los ciudadanos a los cuales representa ven menguado el ejercicio del poder a través suyo, y por tanto, comienza a amenazarse uno de los derechos políticos que, valga repetir, no desaparecen  en el momento de la elección”
. 

Para determinar si una persona está o no legitimada para incoar la acción de tutela en ese tipo de eventos, considerando la naturaleza propia del derecho -sobre el cual la Sala volverá más adelante-, en la sentencia T-1337 de 2001 la Corte fijó la necesidad de comprobar si quien alega la afectación ejerció efectivamente su derecho al voto, sin que ello signifique una exigencia para el sufragante de demostrar cuál fue la persona o la lista por la cual votó.  

Para llegar a esta conclusión acudió a los criterios utilizados en la legislación para definir la legitimidad para actuar de los votantes, como sucede con la revocatoria del mandato. Precisamente, el artículo 7° de la Ley 131 de 1994
 establece como uno de los requisitos para que proceda la revocatoria, que esta sea solicitada por escrito ante la Registraduría Nacional, por parte de aquellos “ciudadanos que hayan sufragado en la jornada electoral que escogió al respectivo mandatario”
.   
Y más adelante, en la misma providencia, dijo: 
5. El derecho fundamental a la representación política efectiva como manifestación del derecho de participación en la conformación, ejercicio y control del poder político. 

5.1. La participación en la conformación, ejercicio y control del poder político es un derecho fundamental de aplicación inmediata reconocido en el artículo 40 de la Constitución Política
. Esta disposición guarda relación con el artículo 2° de la Carta, donde se consigna como uno de los fines esenciales del Estado el de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación. De igual forma lo hace con el artículo 3°, que indica que la soberanía reside en el Pueblo y este la ejerce en forma directa o a través de sus representantes.  

Tal y como lo ha reseñado esta corporación, con la implementación de la nueva norma superior se hizo un tránsito de la democracia representativa a la participativa. Con este nuevo enfoque se permite la injerencia de los ciudadanos en las decisiones que los afectan y en la vida política, no solo al momento mismo de la votación, sino que se amplía a otros escenarios. En otras palabras, “la representación no queda reducida tan solo  a la escogencia de ciudadanos para cargos públicos de elección, sino que su campo de acción involucra también  la efectiva representación, que debe interpretarse, para no distorsionar la idea de autonomía de los representantes, como el ejercicio continuo de las funciones de quienes han sido elegidos”
.

Se observa entonces que la representación efectiva es una característica inescindible del derecho al ejercicio del poder público
 y su carácter fundamental puede ser identificado por dos vías: (i) por la conexión conceptual con el derecho a elegir y ser elegido, el cual no se agota con el ejercicio del derecho al voto sino que requiere a su vez la efectividad de la elección; y (ii) por la interpretación sistemática de los artículos 2, 3 y 40 de la Constitución, que “permean el sistema de elección y representación con la idea de un ciudadano participativo y con injerencia directa en la conformación, ejercicio y control del poder político”
.  

5.2. En este punto es preciso señalar que los derechos previamente mencionados no son absolutos y, en determinados casos, pueden estar sujetos a limitantes dependiendo de lo dispuesto por el legislador y las circunstancias propias de cada caso. 

Se colige de lo anterior que la representación política efectiva, como parte integral de los derechos políticos del ciudadano exige, por un lado, que se demuestre que se hizo uso del voto; y por el otro, que el candidato electo tenga expedito el camino para asumir sus funciones, pues cercenarle arbitrariamente esa posibilidad, significaría vulnerar también los derechos fundamentales del elector.  
En el caso concreto, está acreditado que Luis Fernando Álvarez Ríos votó en las elecciones de octubre de 2015 (f. 78). Pero de esa circunstancia no se sigue que esté legitimado para reclamar la protección de sus derechos políticos, dado que tal ejercicio lo efectuó para la elección de alcalde y gobernador, en cambio fue ajena en la del Director de la CARDER. Y eso es relevante, porque aquellos en quienes depositó su confianza mediante el ejercicio democrático siguen en sus cargos, esto es al alcalde y al gobernador, en tanto que el suspendido es un funcionario de otro orden, elegido posteriormente por una junta directiva de la que estos hacen parte. En inviable, entonces, sostener válidamente que con la suspensión del ejercicio de sus funciones del señor Juan Manuel Álvarez Villegas, se le está cercenando la representación política efectiva, pues no participó en su elección y, como consecuencia de ello, tampoco los derechos políticos que con ahínco reclama. 
Ni siquiera procedería la acción como mecanismo transitorio, porque cuando así se demanda, se busca conjurar un perjuicio irremediable que, recientemente recordó la Corte Constitucional
, consiste:
…en el riesgo inminente que se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental, que de ocurrir, no otorga forma alguna de reparar el daño.
 
Partiendo de tal definición, la jurisprudencia constitucional ha delineado una serie de criterios a partir de los cuales debe evaluarse si, efectivamente, en un caso concreto, se está ante la presencia de un perjuicio irremediable que habilite la procedencia transitoria del mecanismo de amparo constitucional.
 
Tales presupuestos aluden a que el perjuicio es aquel i) que se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; ii) que el daño es inminente; iii) que de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; iv) que resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y v) que la gravedad de los hechos es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.
Para lo que atañe a este asunto, ninguna de estas características ha sido demostrada por el accionante, como que no se trata de un derecho fundamental suyo que esté puesto en riesgo, sino más bien, del funcionario suspendido; por tanto, es imposible aludir a un daño, menos con carácter de inminente; ni de la urgencia con que el juez de tutela deba actuar para superar ese estado, o de que se haga impostergable este mecanismo para discutir lo que al verdadero afectado le incumbe, ya por la vía judicial, ora en la constitucional, como lo viene haciendo. 
En síntesis, el demandante carece de legitimación para impetrar el amparo de los derechos al debido proceso, a la igualdad y políticos; por tanto, se declarará improcedente. 

  



Es evidente, de otro lado, que las manifestaciones que aquí hace el vinculado Juan Manuel Álvarez Villegas no pueden atenderse, pues lo que pretende es recobrar la posibilidad de que se protejan sus propios intereses, cuando ya agotó la acción de tutela respectiva ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Rirasalda (f. 189 a 207). 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Luis Fernando Álvarez Ríos, contra el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda y el director general de la CARDER, al que fueron vinculados el Alcalde Municipal de Pereira y Juan Manuel Álvarez Villegas. 
  



Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el expediente, archívese sin más trámite si no hay impugnación o revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA  

� Corte Constitucional, sentencia T-516 de 2014


� Sentencia T-1337 de 2001. En esta oportunidad, la Corte conoció el caso de una persona que interpuso acción de tutela en contra de la Cámara de Representantes por considerar que fueron vulnerados sus derechos a elegir y al ejercicio del poder público a través de sus representantes. Lo anterior, por cuanto el señor Oscar Tulio Lizcano González, por quien votó para integrar la Cámara, fue secuestrado en el año 2001, circunstancia que privó a sus electores de una efectiva representación en el Congreso de la República, porque las directivas no declararon la vacancia temporal por fuerza mayor y no procedieron a llamar al siguiente candidato que en forma descendente y sucesiva componía la lista encabezada por el mencionado representante. La Corte confirmó la decisión del Consejo de Estado, que tuteló la protección del derecho invocado y ordenó a la entidad accionada llamar al segundo de la lista electoral encabezada para que supliera el cargo, bajo el argumento de que los derechos de los ciudadanos que cumplen con sus deberes democráticos se ven afectados cuando las personas a quienes han elegido no pueden atender el mandato de representación conferido. 


� Por la cual se regula el voto programático y se dictan otras disposiciones. 


� Para resolver el caso concreto, en esa oportunidad la Corte aclaró lo siguiente: “Es claro que en el asunto que ocupa la atención de la Sala, no puede hablarse de una revocatoria del mandato. Sin embargo, la Corte considera que únicamente para identificar la legitimidad de la accionante, resulta procedente utilizar análogamente los mismos criterios de la citada regulación. En este sentido, bastará exigir a la demandante que demuestre que ha votado en la jornada electoral en la cual fue elegido el congresista, y  como se trata de un representante a la Cámara, que demuestre que su derecho al voto lo ejerció en la circunscripción electoral correspondiente”.  


� ARTÍCULO 40. “Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 1. Elegir y ser elegido. 2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de participación democrática. 3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la Constitución y la ley. 5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. 7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse. Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios de la Administración Pública”.


De igual forma, el ARTÍCULO 85 dispone que:“Son de aplicación inmediata los derechos consagrados en los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40”


� Sentencia T-1337 de 2001. En aquella oportunidad, la Corte señaló, además, que “la representación entonces, implica en un primer momento, la conformación del poder político ejercida por los ciudadanos a través de la elección, que a la luz del artículo 40 Superior, es manifestación de un derecho político fundamental. Sin embargo, la representación no se agota allí sino que involucra también el derecho a que el Estado mantenga la integridad del cuerpo representativo. En este sentido, la representación tiene un componente conceptual más amplio, del cual sigue predicándose su carácter de derecho. Esto porque el derecho político de participación, de acuerdo a como lo prevé el artículo 40 superior, no incluye únicamente la conformación del poder. De la misma disposición se colige que en el derecho mencionado también está involucrado su ejercicio, que en  el caso que se analiza, toma realidad a través de la efectiva representación. Existe por tanto una conexión inescindible entre el derecho a la participación y la representación efectiva, pues en los casos en que esta última falta, el primero comienza a perder uno de sus elementos conceptuales: el ejercicio del poder”. 


� Sentencia T-358 de 2002. En esta oportunidad la Corte conoció el caso de un ciudadano que interpuso acción de tutela en contra del Senado de la República por considerar vulnerado su derecho a la representación política. Lo anterior, porque el parlamentario Luis Eladio Pérez Bonilla, por quien afirmó votar para integrar el cuerpo colegiado, fue secuestrado en el año 2010, circunstancia que privó a sus electores de una efectiva representación en el Senado, más aún cuando las directivas no declararon la vacancia temporal por fuerza mayor y no procedieron a llamar al siguiente candidato que componía la lista encabezada por el mencionado parlamentario. La Corte confirmó la decisión de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que tuteló la protección del derecho invocado y ordenó a la entidad accionada llamar al segundo de la lista electoral encabezada por el señor Pérez Bonilla para que supliera el cargo. Consideró que aunque podría pensarse que la ausencia de un solo congresista no afecta la representación política de los ciudadanos, y que el Congreso sigue funcionando y cumpliendo con sus actividades, lo cierto es que “cuando los ciudadanos al elegir a otro para que los represente, confían en que este actuará y participará directamente en la toma de decisiones”. En ese sentido, “la ausencia de un congresista en el seno de la institución, es la ausencia de una voz deliberativa y tal situación afecta la efectiva representación”.    


� Sentencia T-1337 de 2001. 


� Sentencia T-120 de 2016
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